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A propósito de la Prueba Ilícita y de las Excepciones de la Cláusula de Exclusión: Una 

Lectura Crítica desde la Reserva Judicial en Colombia 

 

Paula Estefany Obando Marín1  

Gyanna Velén Vesga Pineda2 

 

Resumen 

 

Desde una perspectiva dogmática y jurisprudencial, la tensión estructural entre el mandato 

constitucional de exclusión probatoria previsto en el artículo 29 de la Constitución Política y las 

excepciones introducidas por el artículo 455 de la Ley 906 de 2004, cuestionando si figuras como 

la fuente independiente, el descubrimiento inevitable y el vínculo atenuado constituyen una 

subversión de la nulidad de pleno derecho; a partir del análisis crítico de la jurisprudencia de la 

Corte Constitucional y la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia —especialmente 

las sentencias C-591 de 2005, C-336 de 2007 y SP61025-2022— se valida la hipótesis según la 

cual dichas excepciones operan como mecanismos de flexibilización que erosionan el efecto 

disuasorio de la cláusula de exclusión, subordinando el debido proceso a un pragmatismo orientado 

a la eficacia punitiva, por lo que se concluye que la prueba obtenida con violación de derechos 

fundamentales debe entenderse como jurídicamente inexistente, lo que impide la propagación de 

sus efectos y exige una interpretación restrictiva de las excepciones, en salvaguarda de la reserva 

judicial y la dignidad humana como límites materiales del Estado Social de Derecho. 

Palabras Clave: Cláusula de exclusión, prueba ilícita, inexistencia jurídica, debido proceso, 

excepciones probatorias, reserva judicial. 
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Abstract 

 

From a doctrinal and jurisprudential perspective, this study examines the structural tension 

between the constitutional mandate of evidentiary exclusion established in Article 29 of the 

Political Constitution and the exceptions introduced by Article 455 of Law 906 of 2004, 

questioning whether doctrines such as the independent source, inevitable discovery, and attenuated 

connection constitute a subversion of nullity ipso jure. Based on a critical analysis of the case law 

of the Constitutional Court and the Criminal Chamber of the Supreme Court of Justice—

particularly Decisions C-591 of 2005, C-336 of 2007, and SP61025-2022—the hypothesis is 

validated that these exceptions operate as mechanisms of flexibilization that erode the deterrent 

effect of the exclusionary rule, subordinating due process to a pragmatism oriented toward punitive 

efficiency. It is therefore concluded that evidence obtained in violation of fundamental rights must 

be understood as legally nonexistent, which prevents the propagation of its effects and requires a 

restrictive interpretation of such exceptions, in order to safeguard judicial authorization and human 

dignity as material limits of the Social Rule of Law. 

Keywords: Exclusionary Rule, Unlawful Evidence, Legal Inexistence, Due Process, 

Evidentiary Exceptions, Judicial Warrant. 

 

Introducción  

 

El sistema procesal penal colombiano, estructurado a partir del modelo acusatorio 

introducido por la Ley 906 de 2004, se erige sobre una promesa de integridad probatoria cuya raíz 

normativa se encuentra en el artículo 29 de la Constitución Política, entendido no solo como 

cláusula formal del debido proceso, sino como auténtico límite material al ejercicio del poder 

punitivo. En este contexto, la regla de exclusión adquiere un carácter que trasciende la mera técnica 

de admisibilidad probatoria para configurarse como una garantía sustancial de nulidad de pleno 

derecho respecto de todo elemento de convicción obtenido con vulneración de derechos 

fundamentales. La Corte Constitucional ha sostenido de manera reiterada que dicha cláusula 

responde a una lógica de protección reforzada de la dignidad humana y del Estado de Derecho, en 

tanto impide que la actividad investigativa se legitime a partir de la infracción constitucional (Corte 

Constitucional, Sentencia C-591 de 2005; Sentencia C-336 de 2007). Sin embargo, la evolución 
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jurisprudencial y legislativa evidencia una tensión progresiva: la transformación de una 

prohibición constitucional de carácter categórico en una regla de exclusión modulada por criterios 

de razonabilidad y proporcionalidad, influenciada por desarrollos del derecho anglosajón que 

introducen excepciones funcionales a su aplicación (Ferrajoli, 1995). 

El problema jurídico central no se agota en la admisión de dichas excepciones, sino que se 

sitúa en el plano de la validez normativa y la coherencia del sistema: la incorporación de criterios 

como la fuente independiente, el descubrimiento inevitable y el vínculo atenuado plantea la 

cuestión de si estos operan como verdaderas reglas de cierre del sistema probatorio o, por el 

contrario, como mecanismos de flexibilización que erosionan el mandato constitucional de 

exclusión. La pregunta que emerge no es meramente técnica, sino estructural: si tales excepciones 

implican una reinterpretación que desnaturaliza la nulidad de pleno derecho prevista en el artículo 

29, transformando una garantía fundamental en un instrumento susceptible de ponderación bajo 

parámetros de eficiencia en la persecución penal. En esta línea, la doctrina ha advertido que la 

expansión de criterios de razonabilidad puede conducir a una relativización de los derechos 

fundamentales cuando estos son confrontados con intereses utilitaristas del sistema penal (Alexy, 

2002). 

Desde esta perspectiva, la hipótesis de trabajo sostiene que la consagración de las 

excepciones en el artículo 455 de la Ley 906 de 2004 ha operado como una auténtica válvula de 

escape que debilita el efecto disuasorio de la nulidad probatoria. En efecto, la práctica judicial 

evidencia una tendencia a reconducir la ilicitud hacia esquemas de ponderación que resultan 

conceptualmente ajenos a la naturaleza de la prueba obtenida con vulneración de derechos 

fundamentales. Mientras que la prueba ilegal —esto es, aquella afectada por vicios formales— 

admite en determinados casos mecanismos de saneamiento, la prueba ilícita, por comprometer 

directamente garantías constitucionales, debería ser objeto de exclusión automática e 

incondicionada. No obstante, la aplicación de las excepciones ha permitido una suerte de 

rehabilitación de la ilicitud, en la que el Estado termina beneficiándose de su propia infracción 

bajo la premisa de que el resultado probatorio habría sido alcanzado de manera inevitable o 

independiente, lo que vacía de contenido la función preventiva de la regla de exclusión (Corte 

Suprema de Justicia de Colombia, 2016). 

Sobre esta base, el presente estudio se estructura en tres ejes analíticos. En primer lugar, se 

examinan los fundamentos y finalidades de la actividad probatoria en el proceso penal, 
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cuestionando la primacía de la verdad material frente a los límites impuestos por la dignidad 

humana y los derechos fundamentales, en consonancia con una concepción garantista del proceso. 

En segundo término, se delimita el alcance dogmático de las categorías de prueba ilegal e ilícita, 

evaluando el tratamiento que la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia ha otorgado a esta 

distinción y las dificultades que ha enfrentado para preservar la coherencia del sistema frente a 

tendencias flexibilizadoras. Finalmente, el tercer capítulo aborda un análisis crítico de las 

excepciones a la cláusula de exclusión, confrontándolas con los estándares del bloque de 

constitucionalidad y del control de convencionalidad, con el propósito de determinar si la eficacia 

en la persecución penal ha derivado en una erosión sustancial del derecho fundamental al debido 

proceso, comprometiendo así la integridad del modelo acusatorio colombiano (Corte 

Interamericana de Derechos Humanos, 2010). 

 

Capítulo I: Antecedentes de la prueba en el Sistema Penal Acusatorio en Colombia  

 

La prueba, en el marco del sistema penal acusatorio colombiano, no constituye un elemento 

accesorio del proceso, sino su eje estructural, en tanto es a través de ella que se materializa la 

pretensión de verdad en condiciones de juridicidad. Su función no se agota en la reconstrucción 

de los hechos, sino que se proyecta como garantía del debido proceso, en la medida en que delimita 

el ámbito dentro del cual el juez puede formar su convicción sin incurrir en arbitrariedad. En este 

sentido, la doctrina ha señalado que la actividad probatoria cumple una doble finalidad: por un 

lado, epistémica, orientada a la determinación racional de los hechos; y, por otro, garantista, 

dirigida a asegurar que dicha determinación se produzca conforme a reglas previamente 

establecidas que protejan los derechos de las partes. 

En el contexto colombiano, esta doble dimensión ha sido reconocida por la jurisprudencia 

constitucional al afirmar que el régimen probatorio constituye el núcleo del debido proceso, en 

cuanto incorpora un conjunto de garantías mínimas que estructuran lo que se ha denominado el 

debido proceso probatorio, entendido como el sistema de posiciones jurídicas que aseguran a las 

partes la posibilidad real y efectiva de aportar, controvertir y valorar los medios de prueba en 

condiciones de igualdad (Corte Constitucional de Colombia, 2019, Sentencia C-163). Esta 

concepción desplaza cualquier entendimiento meramente instrumental de la prueba y la sitúa en el 
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plano de los derechos fundamentales, en la medida en que condiciona la legitimidad misma de la 

decisión judicial. 

Desde esta perspectiva, la importancia de la prueba radica en que constituye el único 

fundamento legítimo de la decisión judicial. Como lo advierte la doctrina contemporánea, no existe 

decisión válida sin prueba, ni prueba jurídicamente relevante por fuera de las reglas que disciplinan 

su producción e incorporación al proceso. De ahí que se exija que los medios de convicción sean 

aportados por las partes en los momentos procesales oportunos y conforme a las exigencias de 

legalidad, regularidad y contradicción, como presupuesto ineludible para su valoración (Restrepo, 

Solano & Martínez, 2024). Esta exigencia se vincula directamente con el principio de necesidad 

de la prueba, el cual impide al juez fundar su decisión en elementos extraños al proceso o en 

conocimientos privados, obligándolo a ceñirse estrictamente al material probatorio válidamente 

incorporado. 

El principio de necesidad de la prueba, en este sentido, opera como límite al poder de 

apreciación judicial y como garantía frente a decisiones arbitrarias. No se trata únicamente de que 

el juez valore las pruebas existentes, sino de que su juicio de valoración se construya sobre la base 

de un acervo probatorio legítimamente introducido al proceso, respetando las formas propias del 

derecho probatorio. Esta exigencia se articula con el deber de motivación de las decisiones 

judiciales, en tanto obliga al juzgador a explicitar las razones por las cuales otorga mayor 

credibilidad a una hipótesis fáctica frente a otra, evitando así decisiones intuitivas o carentes de 

justificación racional. 

En efecto, la valoración probatoria no puede ser entendida como un ejercicio discrecional, 

sino como una actividad racional de contraste de enunciados fácticos. Valorar implica comparar 

las proposiciones formuladas por las partes con los elementos de convicción aportados al proceso, 

con el fin de determinar su grado de correspondencia con la realidad de los hechos. Esta operación 

exige no solo un análisis lógico de coherencia interna y externa, sino también la explicitación de 

los criterios que conducen a privilegiar una hipótesis sobre otra, en función de su mayor capacidad 

explicativa y de su respaldo probatorio (Restrepo, Solano & Martínez, 2024). En esta misma línea, 

se ha sostenido que la valoración supone atribuir peso a los distintos medios de prueba en la 

formación de la convicción judicial, lo que implica un ejercicio argumentativo orientado a 

justificar por qué una determinada reconstrucción fáctica resulta más plausible que sus alternativas 

(Peña, 2008). 
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Así, la prueba en el proceso penal acusatorio no solo cumple la función de acreditar hechos, 

sino que constituye el fundamento racional de la decisión judicial y el principal mecanismo de 

control de su legitimidad. Su importancia no reside únicamente en su capacidad demostrativa, sino 

en su sujeción a un conjunto de reglas que garantizan que la verdad judicial sea el resultado de un 

procedimiento respetuoso de los derechos fundamentales. De este modo, la actividad probatoria se 

erige como el punto de convergencia entre la búsqueda de la verdad y la protección de la dignidad 

humana, tensión que define, en última instancia, el alcance y los límites del proceso penal en un 

Estado constitucional de derecho. 

Desde una primera aproximación, las pruebas pueden clasificarse según su relación con el 

hecho a demostrar en directas e indirectas. Las primeras se caracterizan por establecer una 

conexión inmediata entre el medio probatorio y el hecho principal objeto del proceso, de modo 

que su contenido permite afirmar o negar directamente la ocurrencia de este. Tal es el caso del 

testimonio de un testigo presencial o de la confesión del acusado, en cuanto proporcionan una 

representación directa del acontecimiento investigado. Por su parte, las pruebas indirectas o 

indiciarias no acreditan de manera inmediata el hecho principal, sino que permiten inferirlo a partir 

de hechos secundarios o indicios debidamente acreditados, mediante un proceso lógico de 

inferencia. En este ámbito, la racionalidad de la prueba no depende de su inmediatez, sino de la 

solidez del enlace inferencial que conecta el indicio con el hecho principal, lo que exige una 

motivación reforzada por parte del juzgador (Peña, 2008). 

Esta distinción no implica una jerarquía entre pruebas, sino una diferencia en la estructura 

lógica de su eficacia demostrativa. La prueba indiciaria, lejos de ser un medio probatorio de menor 

valor, puede alcanzar un alto grado de convicción siempre que el razonamiento inferencial cumpla 

con criterios de pluralidad, convergencia y ausencia de contraindicios, conforme lo ha reconocido 

la jurisprudencia penal. En consecuencia, la validez de la prueba no radica en su carácter directo o 

indirecto, sino en su capacidad de generar una convicción racional y motivada sobre los hechos 

objeto de juicio. 

Desde otra perspectiva, la clasificación según el tipo de medio probatorio permite 

identificar las distintas formas a través de las cuales se introduce el conocimiento al proceso. En 

este ámbito, destacan las pruebas testimoniales, documentales, periciales y la inspección judicial. 

La prueba testimonial consiste en las declaraciones rendidas por personas que han percibido 

hechos relevantes a través de sus sentidos, y encuentra su fundamento en la inmediación y la 
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contradicción, en tanto su credibilidad depende de la posibilidad de ser sometida al interrogatorio 

y contrainterrogatorio en audiencia. La prueba documental, por su parte, comprende aquellos 

soportes materiales —físicos o electrónicos— que contienen información relevante para el 

proceso, incluyendo escritos, grabaciones, imágenes y mensajes de datos, cuya valoración exige 

atender tanto a su autenticidad como a su integridad. 

La prueba pericial introduce al proceso conocimientos especializados que exceden el saber 

común del juez, permitiendo interpretar hechos desde perspectivas técnicas o científicas. Su valor 

no reside en la autoridad del perito, sino en la solidez metodológica de su dictamen y en su 

sometimiento al contradictorio. En cuanto a la inspección judicial, esta se configura como un 

medio de percepción directa por parte del juez sobre lugares, objetos o personas relacionados con 

el proceso, reforzando el principio de inmediación. A estas categorías se suman figuras como la 

reconstrucción de hechos, que permite reproducir condiciones fácticas relevantes para el análisis 

del caso, y la confesión, entendida como la declaración del imputado que admite su participación 

en el hecho investigado, cuya validez se encuentra estrictamente condicionada al respeto de las 

garantías constitucionales, en particular la prohibición de autoincriminación forzada (Corte 

Constitucional de Colombia, 2005, Sentencia C-782). 

A través de estas categorías se articula la relación entre los medios de prueba, su función 

dentro del proceso y las garantías que condicionan su validez, reafirmando que la verdad procesal 

no es el resultado de cualquier forma de conocimiento, sino únicamente de aquella obtenida y 

valorada conforme a las reglas del debido proceso. 

 

Capitulo II: A propósito de la prueba ilegal y la prueba ilícita en Colombia  

 

La distinción entre prueba ilegal y prueba ilícita constituye uno de los ejes dogmáticos más 

relevantes del sistema probatorio en el proceso penal colombiano, en tanto permite delimitar el 

alcance de la cláusula de exclusión prevista en el artículo 29 de la Constitución Política y, con ello, 

definir los límites del poder punitivo en la actividad investigativa. No se trata de una diferenciación 

meramente terminológica, sino de una categorización con profundas consecuencias jurídicas, en 

la medida en que determina el tipo de respuesta procesal frente a la irregularidad en la obtención 

o incorporación del material probatorio. 



UNA LECTURA CRÍTICA DESDE LA RESERVA JUDICIAL EN COLOMBIA             11 

 

 

En esta línea, la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia ha precisado que la prueba 

ilegal es aquella que se produce con desconocimiento de requisitos legales en su práctica, 

producción o aducción, lo que impone al juez un análisis de trascendencia orientado a establecer 

si la irregularidad compromete de manera sustancial el derecho al debido proceso. De este modo, 

no toda infracción formal conduce automáticamente a la exclusión del medio de prueba, en la 

medida en que la omisión de formalidades no esenciales no tiene la entidad suficiente para afectar 

la validez del acervo probatorio (Corte Suprema de Justicia de Colombia, 2005; Sentencia Rad. 

18.103). Esta concepción introduce un criterio de flexibilidad que permite distinguir entre 

irregularidades sustanciales e insustanciales, reservando la sanción de exclusión para aquellas que 

inciden de manera directa en las garantías procesales. 

Por el contrario, la prueba ilícita se define por su origen en la vulneración de derechos 

fundamentales, lo que la sitúa en un plano cualitativamente distinto. En estos casos, no se está ante 

un simple defecto de legalidad, sino frente a una transgresión constitucional que compromete la 

dignidad humana y la legitimidad del proceso penal. La Corte Suprema de Justicia ha sostenido de 

manera reiterada que la prueba ilícita es aquella obtenida con desconocimiento de derechos como 

la intimidad, el debido proceso, la prohibición de autoincriminación, o mediante la utilización de 

prácticas prohibidas como la tortura o los tratos crueles, inhumanos o degradantes (Corte Suprema 

de Justicia de Colombia, 2008, Sentencia Rad. 29.416; Corte Suprema de Justicia de Colombia, 

2009, Rad. 26.836; Corte Suprema de Justicia de Colombia, 2010, Rad. 33.621). En estos 

supuestos, la consecuencia jurídica no es objeto de ponderación, sino que se impone como una 

exigencia categórica derivada del orden constitucional. 

Tradicionalmente, tanto la prueba ilegal como la ilícita han sido asociadas a efectos de 

exclusión probatoria, en el entendido de que el artículo 29 superior consagra la nulidad de pleno 

derecho de los medios de prueba obtenidos con violación del debido proceso. No obstante, la 

evolución jurisprudencial ha permitido precisar que dicha nulidad no recae sobre el proceso en su 

integridad, sino sobre el medio probatorio afectado, el cual se entiende jurídicamente inexistente 

y, por ende, incapaz de producir efectos. Esta ineficacia puede extenderse, además, a aquellos 

elementos probatorios que dependan causalmente de la prueba viciada, en aplicación de la doctrina 

de los frutos del árbol envenenado, siempre que exista un nexo de derivación relevante (Corte 

Suprema de Justicia de Colombia, 2010, Sentencia Rad. 33.621). 
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1. Análisis jurisprudencial de la prueba ilícita 

 

La jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia ha construido una línea consistente en 

torno a la conceptualización y consecuencias de la prueba ilícita, identificando diversas fuentes de 

ilicitud que abarcan tanto la vulneración directa de derechos fundamentales como la comisión de 

conductas delictivas en la obtención del material probatorio. En este sentido, se ha señalado que 

la ilicitud puede derivarse, en primer lugar, de la afectación de la dignidad humana, como ocurre 

en los casos de tortura, constreñimiento ilegal o tratos degradantes; en segundo lugar, de la 

vulneración del derecho a la intimidad, mediante interceptaciones ilegales de comunicaciones, 

allanamientos sin orden judicial o acceso abusivo a sistemas informáticos; y, en tercer lugar, de 

conductas como el falso testimonio, el soborno o la falsedad documental en la producción de la 

prueba (Corte Suprema de Justicia de Colombia, 2008, Rad. 29.152). 

En todos estos escenarios, la consecuencia es la exclusión del medio probatorio, en tanto 

su incorporación al proceso supondría legitimar una actuación contraria a los principios del Estado 

de Derecho. Como lo ha señalado la doctrina, admitir pruebas obtenidas mediante la vulneración 

de derechos fundamentales implicaría convertir el proceso penal en un instrumento de validación 

de la injusticia, desnaturalizando su función como mecanismo de garantía (Bernal & Montealegre, 

2013). De ahí que el derecho a la inadmisión de la prueba ilícita se configure como una garantía 

autónoma, orientada a prevenir excesos en la actividad investigativa y a preservar la integridad del 

proceso. 

 

2. Jurisprudencia de la Corte Constitucional en materia de prueba ilícita 

 

Por su parte, la Corte Constitucional ha desarrollado una línea jurisprudencial que sitúa la 

prueba ilícita en el núcleo del debido proceso, vinculándola estrechamente con la protección de 

derechos fundamentales, en particular el derecho a la intimidad. Desde sus primeras decisiones, el 

tribunal ha reconocido la existencia de un ámbito de privacidad inmune a injerencias externas, 

cuyo desconocimiento en la obtención de pruebas determina su invalidez (Corte Constitucional de 

Colombia, 1992, Sentencia T-530; Corte Constitucional de Colombia, 1997, Sentencia C-541). 

En decisiones posteriores, la Corte precisó que la violación del debido proceso en materia 

probatoria no se reduce a la inobservancia de formalidades, sino que se configura, principalmente, 
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cuando la actividad de obtención de la prueba implica una lesión ilegítima de derechos 

fundamentales, incluso cuando dicha actividad es realizada por particulares (Corte Constitucional 

de Colombia, 1993, Sentencia C-150; Corte Constitucional de Colombia, 1995, Sentencia C-491). 

Esta ampliación del concepto de ilicitud refuerza el carácter garantista de la cláusula de exclusión, 

al desvincularla de un enfoque meramente formalista. 

De especial relevancia resulta la Sentencia C-372 de 1997, en la que se reafirma que las 

pruebas obtenidas con vulneración del debido proceso carecen de valor probatorio y son nulas de 

pleno derecho, con independencia de los hechos que pretendan demostrar o de los sujetos que 

pretendan beneficiarse de ellas. Esta posición consolida una concepción categórica de la exclusión 

probatoria, en la que la ilicitud no admite convalidación ni ponderación en función de la utilidad 

de la prueba. 

En la misma línea, la Corte ha abordado el problema de la obtención subrepticia de 

información, como en el caso de las grabaciones realizadas sin consentimiento de los 

interlocutores, concluyendo que tales prácticas constituyen una vulneración del derecho a la 

intimidad y, por tanto, generan la invalidez del material probatorio obtenido (Corte Constitucional 

de Colombia, 1997, Sentencia T-003). Esta doctrina se proyecta sobre escenarios contemporáneos 

en los que el uso de tecnologías de la información plantea nuevos desafíos para la protección de 

los derechos fundamentales en la actividad investigativa. 

Un punto de inflexión en esta materia lo constituye la Sentencia SU-159 de 2002, en la que 

la Corte aborda el problema de las pruebas derivadas de una prueba ilícita, introduciendo el análisis 

de la conexión de antijuridicidad y la posibilidad de excluir únicamente aquellas pruebas que 

mantengan un vínculo relevante con la fuente ilícita. En este contexto, se reconoce la influencia 

del derecho comparado, particularmente del modelo angloamericano, que ha desarrollado 

excepciones a la regla de exclusión basadas en criterios como la independencia de la fuente o la 

atenuación del nexo causal. 

Esta tendencia se consolida en decisiones posteriores, como la Sentencia C-591 de 2005, 

en la que se admite la validez de pruebas autónomas e independientes, aun cuando tengan una 

conexión indirecta con un elemento probatorio ilícito, siempre que dicho vínculo sea inexistente o 

suficientemente tenue. Con ello, la Corte introduce una lógica de análisis que, sin abandonar el 

carácter garantista de la exclusión, incorpora elementos de razonabilidad en la determinación de 

sus efectos. 
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Finalmente, la Sentencia C-156 de 2016 profundiza en los límites constitucionales de las 

técnicas de investigación, particularmente en relación con las operaciones encubiertas. En esta 

decisión, la Corte establece que el ingreso de agentes encubiertos a espacios protegidos por la 

intimidad, como el domicilio o el lugar de trabajo, requiere autorización previa del juez de control 

de garantías, como condición indispensable para la validez de la prueba obtenida. Esta exigencia 

reafirma el principio de reserva judicial como garantía frente a injerencias arbitrarias en derechos 

fundamentales, y delimita el alcance de las facultades investigativas del Estado en un sistema de 

tendencia acusatoria. 

 

Tabla 1 

 Cuadro comparativo: prueba ilegal vs. prueba ilícita (convergencia en la exclusión probatoria) 

Criterio Prueba ilegal Prueba ilícita Regla común 

(clave) 

Concepto Medio de conocimiento 

o prueba obtenido o 

incorporado con 

infracción de requisitos 

legales. 

Medio de conocimiento o 

prueba obtenido con 

vulneración de derechos 

fundamentales. 

Ambas son formas 

de invalidez 

probatoria. 

Naturaleza del 

vicio 

Vicio de legalidad 

procesal. 

Vicio de constitucionalidad 

material. 

Diferencia en origen, 

no en efecto final. 

Fuente de la 

irregularidad 

Inobservancia de reglas 

legales de 

procedimiento. 

Lesión de derechos 

fundamentales (intimidad, 

dignidad, debido proceso, 

autodeterminación 

informativa). 

Ambas implican 

obtención o 

incorporación 

irregular. 

Control judicial 

exigido 

Juicio de trascendencia 

(esencialidad de la 

formalidad). 

Control estricto por 

afectación de derechos 

fundamentales (reserva 

judicial previa). 

En ambos casos el 

juez debe verificar la 

validez del medio. 

Reserva judicial Su ausencia puede 

configurar ilegalidad si 

afecta garantías 

esenciales. 

Su ausencia configura 

directamente ilicitud cuando 

hay afectación de derechos 

fundamentales. 

La mediación 

judicial previa es 

garantía estructural 

del proceso. 

Ejemplo 

relevante 

Omisión de requisitos 

legales en práctica 

probatoria. 

Acceso a datos sensibles sin 

autorización judicial (CSJ 

SP54341-2021). 

Ambos casos derivan 

en invalidez del 

medio. 

Criterio 

jurisprudencial 

reciente 

La ilegalidad puede 

implicar exclusión 

cuando afecta garantías 

sustanciales. 

La ilicitud implica exclusión 

por vulneración 

constitucional. 

La Corte Suprema 

unifica: ambas 

producen exclusión 

(SP61025-2022). 

Consecuencia 

jurídica 

Exclusión del medio 

probatorio cuando el 

vicio es relevante. 

Exclusión del medio 

probatorio por regla general. 

Efecto idéntico: 

exclusión e 

ineficacia jurídica. 
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Criterio Prueba ilegal Prueba ilícita Regla común 

(clave) 

Naturaleza de la 

nulidad 

No es nulidad del 

proceso, sino del medio 

probatorio. 

Igual: afecta el medio, no 

necesariamente todo el 

proceso. 

Ambas generan 

inexistencia jurídica 

del medio de prueba. 

Extensión a 

pruebas 

derivadas 

Puede operar si hay 

conexión relevante. 

Opera con mayor fuerza 

(frutos del árbol envenenado). 

En ambos casos 

puede extenderse a 

pruebas derivadas 

(art. 455 CPP). 

Fundamento 

constitucional 

Debido proceso 

(dimensión formal). 

Debido proceso y derechos 

fundamentales (dimensión 

material). 

Ambas protegen el 

artículo 29 de la 

Constitución. 

Relación con el 

poder punitivo 

Limita la actuación 

estatal en términos de 

legalidad. 

Limita el poder punitivo en 

términos de legitimidad 

constitucional. 

Ambas son barreras 

al ejercicio arbitrario 

del poder penal. 

Intensidad del 

análisis 

Flexible (ponderación). Estricto (exclusión como 

regla). 

Diferente intensidad, 

mismo resultado. 

Regla unificada 

(CSJ 2022) 

Produce exclusión por 

invalidez del medio. 

Produce exclusión por 

invalidez del medio. 

Ambas generan 

efectos normativos 

idénticos de 

exclusión. 
Nota. Elaborado con base en jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia (Sala de Casación Penal) y la Corte 

Constitucional de Colombia. 

 

El planteamiento puede robustecerse incorporando la línea jurisprudencial más reciente de 

la Sala de Casación Penal, en particular la Sentencia SP61025-2022, en la medida en que esta 

decisión permite cerrar la aparente brecha dogmática entre prueba ilegal y prueba ilícita, no desde 

una equiparación conceptual —que seguiría siendo incorrecta— sino desde la constatación de sus 

efectos procesales convergentes (Corte Suprema de Justicia de Colombia, 2022, Sentencia 

SP61025-2022). 

En efecto, aunque la construcción clásica distingue entre ambas categorías a partir de la 

fuente del vicio —legalidad en un caso, constitucionalidad en el otro—, la Corte Suprema ha 

venido consolidando una tesis funcional según la cual, cuando la irregularidad alcanza a 

comprometer garantías esenciales del debido proceso, el resultado no es otro que la exclusión del 

medio de conocimiento del acervo probatorio. En esta línea, la Sentencia SP61025-2022 reafirma 

que el eje del análisis no se agota en la denominación formal de la irregularidad, sino en su 

incidencia sobre la legitimidad del proceso y la confiabilidad del resultado probatorio. De este 

modo, la consecuencia jurídica se unifica: tanto la prueba ilegal trascendente como la prueba ilícita 

son expulsadas del proceso por carecer de aptitud para fundar una decisión judicial válida (Corte 

Suprema de Justicia de Colombia, 2022, Sentencia SP61025-2022). 
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Esta aproximación permite sostener que la diferencia entre ambas categorías se desplaza 

desde el plano de los efectos hacia el plano de su fundamento. Mientras la prueba ilegal exige un 

juicio de trascendencia para determinar si la irregularidad afecta garantías sustanciales, la prueba 

ilícita presupone, por definición, dicha afectación. Sin embargo, una vez verificada la lesión 

relevante —sea por vía legal o constitucional—, el efecto es coincidente: la exclusión probatoria. 

En ese sentido, la Corte parece avanzar hacia una concepción material del debido proceso, en la 

que lo decisivo no es la etiqueta dogmática del vicio, sino su capacidad de comprometer la 

integridad del juicio (Corte Suprema de Justicia de Colombia, 2022, Sentencia SP61025-2022). 

Este giro resulta particularmente relevante para la hipótesis de la investigación. Si se acepta 

que tanto la prueba ilegal trascendente como la ilícita producen un efecto de exclusión fundado en 

su carencia de validez jurídica, entonces puede sostenerse que ambas participan de una misma 

lógica de “inexistencia jurídica” en el ámbito probatorio. No se trata simplemente de pruebas 

inválidas o defectuosas, sino de elementos que, desde la perspectiva constitucional, nunca debieron 

ingresar al proceso y, por ende, no pueden ser considerados en la formación de la convicción 

judicial (Corte Constitucional de Colombia, 1997, Sentencia C-372). 

Desde esta premisa, las excepciones previstas en el artículo 455 de la Ley 906 de 2004 —

fuente independiente, descubrimiento inevitable y vínculo atenuado— adquieren un significado 

problemático. En lugar de operar como criterios técnicos de delimitación de la exclusión, pueden 

ser interpretadas como mecanismos orientados a reintroducir, bajo una lógica de corrección ex 

post, elementos de convicción que ya han sido descalificados por su origen viciado. Dicho en 

términos más precisos, si la prueba ilícita es nula de pleno derecho y, por tanto, jurídicamente 

inexistente, las excepciones no estarían operando sobre un material probatorio válido susceptible 

de ponderación, sino intentando conferir eficacia a aquello que carece de existencia jurídica desde 

su origen (Corte Constitucional de Colombia, 2005, Sentencia C-591). 

Este punto conecta directamente con el núcleo de la hipótesis: las excepciones del artículo 

455 no serían simples modulaciones de la regla de exclusión, sino verdaderas estrategias de 

“rehabilitación de la ilicitud”. Bajo el ropaje de criterios de razonabilidad, el sistema permite que 

el Estado conserve los beneficios derivados de una actuación inicialmente contraria a la 

Constitución, siempre que logre reconstruir un nexo alternativo que justifique el hallazgo 

probatorio. La fuente independiente, por ejemplo, no elimina la ilicitud originaria, sino que la 

rodea; el descubrimiento inevitable no corrige la vulneración, sino que la declara irrelevante; el 
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vínculo atenuado no borra la infracción, sino que diluye su impacto (Corte Suprema de Justicia de 

Colombia, 2022, Sentencia SP61025-2022). 

En esta medida, la lectura sistemática de la Sentencia SP61025-2022 refuerza la tesis crítica 

del trabajo: si la exclusión probatoria se fundamenta en la inexistencia jurídica del medio de 

convicción obtenido con violación del debido proceso, cualquier intento de “rescatar” sus efectos 

mediante construcciones excepcionales implica, en última instancia, una tensión con el mandato 

categórico del artículo 29 constitucional. La consecuencia no es menor: el sistema deja de operar 

bajo una lógica de prohibición absoluta y se desplaza hacia un modelo de ponderación que 

relativiza la eficacia de las garantías fundamentales en nombre de la eficiencia punitiva (Corte 

Constitucional de Colombia, 2007, Sentencia C-336). 

Así, la incorporación de esta línea jurisprudencial no solo complementa el capítulo, sino 

que permite afinar el argumento central: la distinción entre prueba ilegal y prueba ilícita, aunque 

conceptualmente relevante, pierde intensidad en el plano de sus efectos, lo que facilita que las 

excepciones operen como un mecanismo transversal de flexibilización de la regla de exclusión. Y 

es precisamente en ese desplazamiento —de la nulidad categórica a la ponderación funcional— 

donde se ubica la crisis de coherencia del sistema probatorio penal colombiano. 

 

Capitulo III: La Erosión de la Cláusula de Exclusión: Análisis Crítico de las Excepciones 

de Fuente Independiente, Descubrimiento Inevitable y Vínculo Atenuado 

 

La regla de exclusión en Colombia no es un concepto aislado, sino que se inscribe en la 

tradición anglosajona del exclusionary rule, cuya finalidad no se limita a una depuración técnica 

del acervo probatorio, sino que responde a una función estructural de control del poder punitivo. 

En efecto, esta doctrina opera como un mecanismo de desincentivo frente a prácticas arbitrarias 

en la obtención de evidencia, en la medida en que priva al Estado de los beneficios derivados de 

actuaciones contrarias a la Constitución. No se trata, por tanto, de una sanción procesal en sentido 

estricto, sino de una garantía orientada a preservar la integridad del sistema y a evitar que la 

persecución penal se construya sobre la vulneración de derechos fundamentales (Corte 

Constitucional de Colombia, 2005, Sentencia C-591). 

Bajo esta lógica, la ilicitud no se agota en la prueba originaria, sino que se proyecta sobre 

aquellas que guardan con ella una relación de dependencia o derivación relevante. Esta extensión 
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de los efectos invalidantes ha sido conceptualizada, en el derecho comparado, como la teoría de 

los “frutos del árbol envenenado”, conforme a la cual la contaminación de la fuente probatoria se 

transmite a los elementos que de ella se derivan, siempre que exista un nexo causal suficientemente 

estrecho.  

El legislador colombiano, mediante el artículo 455 de la Ley 906 de 2004, introdujo tres 

criterios que permiten, en determinados supuestos, la admisión de pruebas derivadas de una ilicitud 

originaria: el vínculo atenuado, la fuente independiente y el descubrimiento inevitable. Esta 

regulación, sin embargo, no puede ser leída de manera aislada, sino en tensión sistemática con el 

artículo 23 de la misma codificación, que consagra una cláusula general de exclusión probatoria 

sin matices aparentes. De este modo, se configura una antinomia estructural: mientras una norma 

afirma la nulidad categórica de la prueba obtenida con violación del debido proceso, la otra 

habilita, bajo ciertos criterios, su eventual aprovechamiento indirecto. La tensión no es meramente 

interpretativa, sino ontológica, en la medida en que enfrenta dos concepciones incompatibles sobre 

la naturaleza de la prueba ilícita: una que la concibe como jurídicamente inexistente, y otra que 

permite su “reconstrucción funcional” a través de excepciones (Corte Constitucional, de 

Colombia, 2005, Sentencia C-591). 

El primero de estos criterios, el vínculo atenuado, parte de la premisa de que no toda 

conexión entre la fuente ilícita y la prueba derivada tiene la misma intensidad. Cuando el nexo 

causal es débil, remoto o interrumpido por circunstancias independientes, la ilicitud originaria 

pierde su capacidad de contaminar el nuevo elemento probatorio. No obstante, esta categoría 

introduce un margen significativo de discrecionalidad judicial, en tanto la determinación de cuándo 

un vínculo es “tenue” depende de valoraciones que pueden variar según el caso concreto. La crítica 

dogmática se dirige precisamente a este punto: la indeterminación del criterio permite que la 

exclusión deje de operar como una regla para convertirse en una decisión contingente, susceptible 

de modulaciones subjetivas que debilitan su función garantista (Corte Constitucional de Colombia, 

2002, Sentencia SU-159). 

El criterio de la fuente independiente, por su parte, pretende romper el nexo de derivación 

mediante la identificación de un origen autónomo de la evidencia. En estos casos, la prueba no se 

considera producto de la ilicitud, sino de una línea investigativa paralela y legítima, lo que 

permitiría su incorporación al proceso sin comprometer la regla de exclusión. Desde una 

perspectiva teórica, esta excepción resulta más consistente, en la medida en que no intenta 
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convalidar la prueba ilícita, sino demostrar que la evidencia cuestionada no depende causal ni 

jurídicamente de aquella. Sin embargo, su aplicación exige un estándar probatorio riguroso, pues 

de lo contrario podría convertirse en un mecanismo de legitimación indirecta de hallazgos 

derivados de actuaciones inconstitucionales (Corte Suprema de Justicia de Colombia, 2010, 

Sentencia Rad. 33.621). 

Más problemática resulta la figura del descubrimiento inevitable, que autoriza la admisión 

de la prueba derivada cuando se demuestra que, aun sin la actuación ilícita, el hallazgo habría 

ocurrido de manera lícita en el curso normal de la investigación. Este criterio introduce una lógica 

contrafáctica que proyecta el análisis hacia escenarios hipotéticos, desplazando el juicio desde lo 

efectivamente ocurrido hacia lo que habría podido ocurrir. La crítica, ampliamente recogida en la 

doctrina y en salvamentos de voto de la Sentencia C-591 de 2005, radica en que esta excepción 

permite otorgar una suerte de licitud retrospectiva a conductas que, en sí mismas, constituyen 

violaciones graves de derechos fundamentales. Bajo este enfoque, la ilicitud deja de ser relevante 

en la medida en que el resultado era previsible, lo que implica una peligrosa relativización de la 

garantía constitucional (Corte Constitucional, de Colombia, 2005, Sentencia C-591). 

La validación jurisprudencial de estas excepciones ha sido sustentada, en gran medida, en 

la necesidad de evitar la impunidad y asegurar la eficacia del sistema penal. Desde esta perspectiva, 

el proceso penal no puede convertirse en un obstáculo para la persecución del delito, por lo que la 

exclusión probatoria debe ser aplicada de manera razonable, evitando que la rigidez de la regla 

conduzca a resultados socialmente indeseables. Este argumento introduce una tensión entre dos 

valores fundamentales: la búsqueda de la verdad material y la protección de la dignidad humana. 

Sin embargo, esta aproximación funcional presenta una dificultad estructural. El inciso 

final del artículo 29 de la Constitución no consagra excepciones expresas a la nulidad de la prueba 

obtenida con violación del debido proceso. En consecuencia, la introducción de criterios de 

admisión derivados de la eficiencia punitiva plantea el riesgo de desnaturalizar la regla de 

exclusión, transformándola en una mera sanción técnica susceptible de ser modulada según las 

necesidades del sistema. En esta medida, la dignidad humana deja de operar como límite 

infranqueable y pasa a ser un elemento más dentro de un esquema de ponderación, lo que 

compromete la coherencia del modelo garantista (Corte Constitucional de Colombia, 2005, 

Sentencia C-591). 
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Frente a esta tendencia expansiva de las excepciones, la jurisprudencia constitucional ha 

reafirmado la centralidad de la reserva judicial como garantía estructural del debido proceso. En 

la Sentencia C-336 de 2007, la Corte Constitucional sostuvo que toda injerencia en derechos 

fundamentales —particularmente en ámbitos como la intimidad, el domicilio o las 

comunicaciones— requiere control judicial previo, como condición de validez de la actuación 

investigativa. Este control no es una formalidad prescindible, sino la manifestación concreta del 

principio de legalidad y de la sujeción del poder punitivo a la Constitución (Corte Constitucional 

de Colombia, 2007, Sentencia C-336). 

En este sentido, el juez de control de garantías no puede ser concebido como un actor 

meramente formal dentro del proceso, sino como el garante de la juridicidad de la actividad 

investigativa. Su intervención delimita el ámbito de lo permitido y lo prohibido, asegurando que 

la obtención de la prueba se realice dentro de los parámetros constitucionales. De ahí que las 

excepciones del artículo 455 deban ser interpretadas de manera restrictiva y excepcional, bajo 

criterios estrictos de proporcionalidad y en armonía con el bloque de constitucionalidad. 

Cualquier aplicación laxa de estas excepciones implica, en términos sistemáticos, una 

erosión de la cláusula general de las libertades. Si la exclusión probatoria puede ser neutralizada 

mediante construcciones argumentativas flexibles, el control judicial pierde eficacia y el proceso 

penal se desplaza hacia un modelo de eficiencia en detrimento de las garantías. En consecuencia, 

la tensión entre los artículos 23 y 455 de la Ley 906 de 2004 no puede resolverse mediante una 

simple armonización interpretativa, sino que exige reconocer que la regla de exclusión, como 

manifestación directa del artículo 29 constitucional, debe prevalecer como límite material frente a 

cualquier intento de flexibilización que comprometa la dignidad humana y la estructura del Estado 

Social de Derecho. 

 

Capítulo IV: Conclusiones 

 

La investigación permite sostener, con suficiente rigor dogmático y respaldo 

jurisprudencial, que el sistema probatorio penal colombiano atraviesa una tensión estructural que 

compromete su coherencia constitucional. Esta tensión no es accidental, sino el resultado de una 

progresiva reconfiguración del alcance de la cláusula de exclusión, que ha desplazado su 

fundamento desde una lógica categórica de nulidad hacia un esquema de ponderación funcional. 
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En primer lugar, se constata una desnaturalización del mandato contenido en el artículo 29 

de la Constitución Política. La previsión según la cual es nula de pleno derecho la prueba obtenida 

con violación del debido proceso no admite, en su formulación original, modulaciones ni 

excepciones. Sin embargo, la introducción legislativa y el desarrollo jurisprudencial de las 

excepciones previstas en el artículo 455 de la Ley 906 de 2004 han transformado este mandato en 

una regla relativa, susceptible de ser flexibilizada bajo criterios de razonabilidad. Este 

desplazamiento implica una alteración ontológica del concepto de prueba ilícita: de ser un 

elemento jurídicamente inexistente, pasa a convertirse en un insumo potencialmente aprovechable 

si logra superar determinados filtros argumentativos (Corte Constitucional de Colombia, 1997, 

Sentencia C-372). 

En segundo lugar, se confirma el debilitamiento del efecto disuasorio de la regla de 

exclusión. Las excepciones de fuente independiente, vínculo atenuado y descubrimiento inevitable 

operan, en la práctica, como mecanismos de corrección ex post que permiten conservar los 

beneficios derivados de actuaciones inconstitucionales. En lugar de impedir que el Estado obtenga 

ventajas de su propia infracción, el sistema admite que tales ventajas subsistan siempre que puedan 

ser reconfiguradas mediante construcciones jurídicas alternativas. Ello favorece un modelo de 

pragmatismo investigativo en el que la eficacia en la persecución penal tiende a prevalecer sobre 

la integridad de las garantías fundamentales, erosionando la función preventiva de la exclusión 

probatoria (Corte Constitucional de Colombia, 2005, Sentencia C-591). 

En tercer lugar, la investigación evidencia que la reserva judicial se erige como el último 

reducto de juridicidad frente a esta tendencia flexibilizadora. La jurisprudencia reciente de la Sala 

de Casación Penal ha reafirmado que el control judicial previo no constituye un requisito 

meramente formal, sino una condición de validez de la actividad investigativa. La obtención de 

información que compromete la intimidad o la expectativa razonable de privacidad —incluso en 

bases de datos estatales— sin autorización judicial, configura una ilicitud sustancial que no puede 

ser subsanada mediante categorías como el descubrimiento inevitable (Corte Suprema de Justicia 

de Colombia, 2021, Sentencia SP54341-2021; Corte Suprema de Justicia de Colombia, 2022, 

Sentencia SP61025-2022). En este punto, el juez de control de garantías no es un actor accesorio, 

sino el garante de la constitucionalidad del proceso. 

En cuarto lugar, se impone la necesidad de una interpretación restrictiva de las excepciones 

previstas en el artículo 455. Estas no pueden ser entendidas como habilitaciones amplias para la 
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admisión de pruebas derivadas, sino como supuestos excepcionalísimos cuya aplicación debe 

someterse a un escrutinio estricto de proporcionalidad y a una lectura conforme al bloque de 

constitucionalidad. De lo contrario, la cláusula de exclusión pierde su carácter vinculante y se 

reduce a una directriz programática sin eficacia real, lo que compromete la estructura misma del 

Estado Social de Derecho (Corte Constitucional de Colombia, 2007, Sentencia C-336). 

En suma, la investigación conduce a una conclusión de mayor alcance: el problema de la 

prueba ilícita en Colombia no es únicamente técnico, sino estructural. Se trata de definir si el 

proceso penal debe operar como un instrumento de eficiencia punitiva o como un espacio de 

garantía de derechos fundamentales. La admisión de excepciones que permiten “rescatar” los 

efectos de actuaciones inconstitucionales sugiere un desplazamiento hacia el primer modelo, en 

detrimento del segundo. Frente a ello, una concepción garantista exige reafirmar que la verdad 

procesal no puede construirse a cualquier costo, y que la dignidad humana constituye un límite 

infranqueable frente al ejercicio del poder punitivo. 
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